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Doctor
JUAN PABLO RODRIGUEZ SANCHEZ
JUEZ TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES
DE NEIVA, HUILA
E.S.D.
 
PROCESO          :        EJECUTIVO SINGULAR DE MÍNIMA CUANTÍA
EJECUTANTE    :        CLINICA DE FRACTURAS Y ORTOPEDIA LTDA
EJECUTADO     :        PREVISORA COMPAÑÍA DE SEGUROS S.A.
RADICACIÓN    :        41001-41-89-003-2022-00598-00
ASUNTO             :        RECURSO DE REPOSICIÓN EN CONTRA LA
PROVIDENCIA DE FECHA 02 DE MAYO DE 2023
 
Como apoderados de PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS, dentro del
proceso citado en asunto, comedidamente dentro del término de ley, nos
permitimos remitir recurso de reposición en contra de la providencia de fecha 02
de mayo de 2023, ello con el fin de que se sirvan dar el trámite correspondiente.
 
Así mismo y de conformidad con lo rituado en el inciso primero del art. 3° de la
Ley 2213 de 2022, en concordancia con lo establecido en el artículo 78 numeral
14 del CGP, cumpliendo con la carga procesal impuesta estamos enviando a los
demás sujetos procesales copia del presente mensaje con su respectivo adjunto.
 
Cordialmente,
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MARGARITA SAAVEDRA MAC’AUSLAND, abogada en ejercicio, identificada como aparece al 
pie de la correspondiente firma, obrando en nombre y representación de la firma que gira bajo 
la razón social de MSMC & ABOGADOS S.A.S. y por ende, como mandatarios de LA PREVISORA 
COMPAÑÍA DE SEGUROS, en adelante LA ASEGURADORA, de conformidad con el poder 
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LEY a fin de INTERPONER RECURSO DE REPOSICIÓN contra del mandamiento de pago de fecha 
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I. OBJETO DEL RECURSO 

 
 
Con el presente recurso se pretende que el auto mandamiento de pago de fecha 2 de Mayo de 
2023, SE REVOQUE y, en su lugar, se deniegue dicha orden por no reunir los requisitos establecidos 
en la Ley para tal efecto, habida cuenta que ese Despacho pasó por alto sendos yerros contenidos 
en lo que el demandante entendió “título ejecutivo” suficiente para que se librara la orden de 
pago objeto de este recurso. 
 
 

II. OPORTUNIDAD Y PROCEDENCIA DEL RECURSO 

 
Según lo previsto en el artículo 430 del Código General del Proceso, contra el auto que libra 
mandamiento de pago procede el recurso de reposición a fin de controvertir los requisitos formales 
del título. Dicha norma es del siguiente tenor: 
 
“ARTÍCULO 430. MANDAMIENTO EJECUTIVO. Presentada la demanda acompañada de 
documento que preste mérito ejecutivo, el juez librará mandamiento ordenando al demandado 
que cumpla la obligación en la forma pedida, si fuere procedente, o en la que aquel considere 
legal. 
 
Los requisitos formales del título ejecutivo sólo podrán discutirse mediante recurso de reposición 
contra el mandamiento ejecutivo. No se admitirá ninguna controversia sobre los requisitos del título 
que no haya sido planteada por medio de dicho recurso. En consecuencia, los defectos formales 
del título ejecutivo no podrán reconocerse o declararse por el juez en la sentencia o en el auto que 
ordene seguir adelante la ejecución, según fuere el caso. 
 
Cuando como consecuencia del recurso de reposición el juez revoque el mandamiento de pago por 
ausencia de los requisitos del título ejecutivo, el demandante, dentro de los cinco (5) días siguientes 
a la ejecutoria del auto, podrá presentar demanda ante el juez para que se adelante proceso 
declarativo dentro del mismo expediente, sin que haya lugar a nuevo reparto. El juez se 
pronunciará sobre la demanda declarativa y, si la admite, ordenará notificar por estado a quien 
ya estuviese vinculado en el proceso ejecutivo.”  
 
En consecuencia, en virtud de que la única forma de controvertir los requisitos formales del título 
ejecutivo, tal como lo dispone la norma en cita, el por la vía del recurso de reposición, esta 
impugnación es completamente procedente y, por ende, deberá dársele un trámite expedito. 
 
En lo tocante a la oportunidad del recurso, según lo previsto en el artículo 318 del Código General 
del Proceso, el recurso de reposición deberá ser interpuesto dentro de los 3 días siguientes a la 
notificación del auto que sea objeto de impugnación. En efecto, la norma en comento enseña: 
 



 

“ARTÍCULO 318. PROCEDENCIA Y OPORTUNIDADES.  
Salvo norma en contrario, el recurso de reposición procede contra los autos que dicte el juez, contra 
los del magistrado sustanciador no susceptibles de súplica y contra los de la Sala de Casación Civil 
de la Corte Suprema de Justicia, para que se reformen o revoquen. 
El recurso de reposición no procede contra los autos que resuelvan un recurso de apelación, una 
súplica o una queja. 
 
El recurso deberá interponerse con expresión de las razones que lo sustenten, en forma verbal 
inmediatamente se pronuncie el auto. Cuando el auto se pronuncie fuera de audiencia el recurso 
deberá interponerse por escrito dentro de los tres (3) días siguientes al de la notificación del auto. 
 
Teniendo en cuenta lo dispuesto por la norma precitada, el recurso de reposición se interpone 
oportunamente  
 

III. FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 

 

3.1 LA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE LITERALIDAD DEL TÍTULO: EN LAS FACTURAS NO 
CONSTAN LOS PAGOS PARCIALES QUE LA ASEGURADORA DE COLOMBIA HA 
EFECTUADO. 

 
En materia cambiaria, entre los muchos principios rectores que irrigan esa materia, existe un 
principio fundamental denominado “literalidad”, el cual, de acuerdo con la doctrina de la más alta 
calificación, refiere a lo siguiente:  
 
“En otras palabras, en materia cambiaria el principio general es que sólo se admite la interpretación 
literal del documento, bajo los mismos principios que gobiernan la interpretación de la Ley, de tal 
manera que lo que allí no conste, no vincula al tercero de buena fe exenta de culpa. Por esto, el 
artículo 626 del Código de Comercio obliga al suscriptor a responder conforme al texto del 
documento, salvo que firme con salvedades que sean compatibles con sus requisitos esenciales1 
 
Lo anterior, tiene fundamento en los artículo 625 y 626 del Código de Comercio, los cuales 
prescriben lo siguiente: 
 
“ARTÍCULO 625. Toda obligación cambiaria deriva su eficacia de una firma puesta en un título - valor 
y de su entrega con la intención de hacerlo negociable conforme a la Ley de su circulación. 
 
Cuando el título se halle en poder de persona distinta del suscriptor se presumirá tal entrega. 
 

 
1 2 José Alberto Gaitán Martínez, Lecciones sobre títulos-valores, Ed. Universidad del Rosario, 2009, Bogotá-Colombia, página 81.  

 



 

ARTÍCULO 626. El suscriptor de un título quedará obligado conforme al tenor literal del mismo, a 
menos que firme con salvedades compatibles con su esencia.” (Subrayado fuera del texto original) 
 
Tanto de la Doctrina en cita, como de las normas que sustentan su dicho es dable concluir sin 
ambages que el principio de la literalidad no resulta ser un detalle menor de cara a la evaluación 
que el operador judicial deberá efectuar para determinar si el título valor que fundamenta la 
ejecución constituye un real título ejecutivo. 

 
Se dice lo anterior toda vez que, en atención al principio de literalidad del título ejecutivo, es 
carga de quien pretenda hacerlo valer incluir en el cuerpo del título todas y cada una de las 
anotaciones que deban constar, tales como el abono de pagos parciales, endosos, garantías, etc. 
 
Dicha carga además de erigirse como un requisito del título (ausente en el caso que nos ocupa), 
constituye una muestra de buena fe negocial, habida cuenta que, como los títulos valores están 
llamados a circular en el mercado, que todas las anotaciones consten en el título permiten que 
quien reciba el título se dé cuenta del estado en el que se encuentra. Dicho lo anterior en otros 
términos, es obligación del ejecutante incluir todas las anotaciones a que haya lugar en el título 
valor  que pretende ejecutar, pues de omitirlas, además de faltar a los requisitos necesarios para 
que se constituya el título ejecutivo, también habrá actuado temerariamente, pues ante la ausencia 

de anotaciones en el titulo, no le permitirá́ al destinatario del mismo (que puede ser el operador 
judicial) conocer el verdadero estado de la deuda contenida en ese instrumento negocial. 
 
Descendiendo lo anterior al caso en concreto, el artículo 774 del Código de Comercio señala: 
 
“ARTICULO 774. La factura deberá reunir, además de los requisitos señalados en los artículos 621 
del presente Código, y 617 del Estatuto Tributario Nacional o las normas que los modifiquen, adicionen 
o sustituyan, los siguientes: 

 
1. La fecha de vencimiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 673. En ausencia de mención 
expresa en la factura de la fecha de vencimiento, se entenderá que debe ser pagada dentro de los 
treinta días calendario siguientes a la emisión. 
2. La fecha de recibo de la factura, con indicación del nombre, o identificación o firma de quien sea 
el encargado de recibirla según lo establecido en la presente Ley. 

 
3. El emisor vendedor o prestador del servicio, deberá dejar constancia en el original de la factura, del 
estado de pago del precio o remuneración y las condiciones del pago si fuere el caso. A la misma 
obligación están sujetos los terceros a quienes se haya transferido la factura. (Subrayado y negrilla 
fuera del texto original) 
 
Claro que es un requisito de la factura que se incluyan en ella los pagos parciales, importa a su 
vez destacar las consecuencias jurídicas que la misma Ley trae para cuando el título valor no ha 
incluido alguno de los requisitos antes referenciados. 
 



 

Sobre este particular, el mismo artículo seguidamente séñala: 
 

“No tendrá ́ el carácter de título valor la factura que no cumpla con la totalidad de los requisitos legales 

señalados en el presente artículo. Sin embargo, la omisión de cualquiera de estos requisitos, no afectará 
la validez del negocio jurídico que dio origen a la factura. 
 
En todo caso, todo comprador o beneficiario del servicio tiene derecho a exigir del vendedor o 
prestador del servicio la formación y entrega de una factura que corresponda al negocio causal con 
indicación del precio y de su pago total o de la parte que hubiere sido cancelada. 
 
La omisión de requisitos adicionales que establezcan normas distintas a las señaladas en el presente 
artículo, no afectará la calidad de título valor de las facturas” 

 
Así las cosas, el yerro en el que ha incurrido este Despacho al haber librado el mandamiento de 
pago obviando la existencia de los pagos parciales que se han efectuado, en ningún caso puede 
ser pasado por alto, toda vez que no hace falta hacer enrevesados razonamientos para concluir 
lo que la Ley claramente estipula: si los pagos parciales no son incluidos en el cuerpo de la factura, 
dicha factura NO TENDRÁ el carácter de título valor y, por ende, mucho menos de título ejecutivo. 
 
Pues bien, en el caso objeto de examen de acuerdo con las facturas aportadas (de las cuales se 
remitió copia a esta parte procesal y se tienen a la vista con el traslado de la demanda), en 
NINGUNA DE LAS FACTURAS SE INCLUYÓ EL ESTADO DE PAGO DE LAS MISMAS, aun cuando 
respecto de estas existen pagos parciales efectuados por LA ASEGURADORA.  
 
Previo a adentrarse a explicar la razón por la cual se séñala que la parte ejecutante omitió incluir 
los pagos, importa ilustrar al Despacho respecto del trámite que se efectúa entre la entidad 
prestadora del servicio y la aseguradora para proceder al pago de las facturas. 
 
Una vez la entidad prestadora del servicio ha efectuado la respectiva reclamación, previo al pago 
de las facturas, es necesario que tanto las entidades prestadoras de servicio de salud, como las 
IPS que puedan haber ejecutado tales servicios presenten, junto con la factura, el comprobante de 
cuales fueron los procedimientos efectuados al paciente, así como los insumos clínicos que fueron 
utilizados para que la compañía aseguradora determine si los hechos que generaron la atención 
médica son cubiertos por la póliza de SOAT, pues en caso de que no sea así, producto de una 
conciliación entre los intervinientes, los valores correspondientes a procedimientos que no fueron 
efectivamente practicados, que no se demuestre su efectiva ejecución o que no son cubiertos por 
la póliza SOAT, deberán ser descontados de la factura. 
 
Es por tal motivo que, tal como se explicará en líneas posteriores, se hace necesario que junto con 
la factura se anexen los documentos complementarios (formando un título ejecutivo complejo) para 
así determinar cuál es el concepto y real valor que debe ser cancelado. 
 



 

Teniendo en cuenta lo anterior, es necesario entonces explicar con detenimiento las razones fácticas 
que soportan una realidad ineludible en este proceso: la parte demandante ocultó los pagos 
parciales y las objeciones y glosas administrativas efectuadas, lo cual reduce notablemente el valor 
supuestamente adeudado.  
 
Lo anterior se explica de la siguiente manera, teniendo en cuenta el mismo orden de las facturas 
tal y como se encuentran relacionadas en el mandamiento de pago para su inmediata referencia: 
 
A partir de la relación anteriormente descrita y analizadas en conjunto con las facturas aportadas 
con la demanda y la información que tiene en su poder LA ASEGURADORA, es dable extraer las 
siguientes conclusiones: 
 

• El valor plasmado en la factura no resulta ser el valor definitivo que deberá ser pagado 
por parte de la aseguradora, habida cuenta que dicho valor debe ser restado con el valor 
de las objeciones parciales que son efectuadas a las facturas, valor que resulta de la glosa 
efectuada entre los intervinientes en la prestación del servicio y la aseguradora. 

 

• El pago de las facturas no se da en un solo momento ni mediante un único giro o movimiento 
bancario. En este sentido, y tal y como se evidencia en los soportes que se allegaran, 
respecto de una misma factura pueden existir uno o más comprobantes de pago los cuales, 
sumados, reflejan el pago total o parcial de cada una de las facturas. En el mismo sentido, 
puede ocurrir que en un mismo giro o movimiento bancario se realicen pagos destinados a 
diversas facturas, con lo cual, un mismo comprobante de pago puede permitir acreditar el 
pago de una o varias facturas.  

 

• Se presenta inexactitud en el valor total de las facturas indicado por el demandante, el 
cual fue replicado — sin verificación alguna por el Despacho— en el monto por el que fue 
librado el mandamiento de pago, pues incluso sin tener en cuenta los pagos parciales y las 
sumas que debieron ser descontadas por haber sido objetadas y aceptadas. 

 
De las conclusiones anteriores refulge que además de que la parte actora omitió el principio de 
literalidad y no incluyó ni los descuentos ni los pagos efectuados en el texto de las facturas, dicha 
omisión condujo a un protuberante yerro del Despacho, pues además de que omitió los requisitos 
propios de los títulos valores que le sirvieron de fundamento para la ejecución, a su vez, libró un 
mandamiento de pago contentivo de valores ya pagados o glosados al ejecutante. 
 
Así las cosas, las razones antes expuestas constituyen fundamento suficiente para que el 
mandamiento de pago sea revocado, toda vez que a todas las luces se evidencia que el título 
ejecutivo fundamento de la ejecución no cumple con los requisitos que la Ley prevé para tal efecto. 
 
 



 

3.2 LA AUSENCIA DE CONSTANCIA DE RECIBO DE LA PRESTACIÓN DEL SERVICIO POR 
PARTE DE LA ASEGURADORA. 

 
La Ley comercial a su vez exige que respecto de toda factura de venta debe constar el recibo de 
la mercancía o del servicio por parte del comprador o beneficiario, tal como lo dispone el artículo 
773 del Código de Comercio, norma según la cual: 
 
“ARTÍCULO 773. Una vez que la factura sea aceptada por el comprador o beneficiario del servicio, 

se considerará, frente a terceros de buena fe exenta de culpa que el contrato que le dio origen ha sido 
debidamente ejecutado en la forma estipulada en el título. 

 
El comprador o beneficiario del servicio deberá aceptar de manera expresa el contenido de la factura, 
por escrito colocado en el cuerpo de la misma o en documento separado, físico o electrónico. 
Igualmente, deberá constar el recibo de la mercancía o del servicio por parte del comprador del bien 
o beneficiario del servicio, en la factura y/o en la guía de transporte, según el caso, indicando el nombre, 
identificación o la firma de quien recibe, y la fecha de recibo. El comprador del bien o beneficiario del 
servicio no podrá alegar falta de representación o indebida representación por razón de la persona 
que reciba la mercancía o el servicio en sus dependencias, para efectos de la aceptación del título 
valor (...).” (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 
 
Dando aplicación a la norma en cita, atendiendo a un caso similar al que nos ocupa, el Tribunal 
Superior de Bogotá, Sala Civil2 indicó lo siguiente: 
 
“Se encuentra entonces que al estudiar cada una de las facturas que se pretenden ejecutar, no se 
evidencia el requisito necesario para establecer la prestación del servicio, y que si bien se indica el 
servicio prestado a los usuarios, por ejemplo consulta de urgencia por medicina general, equipo de 
venoclisis, dipirona sódica, catéter intravenoso, entre otros, no se dejó atestación clara e inequívoca 
del servicio de salud recibido por los usuarios, siendo necesario que en el cuerpo de la factura aparezca 
prueba del servicio recibido, para el surgimiento del documento como título valor “indicando el nombre, 
identificación o la firma de quien recibe, y a la fecha de recibido”; sin que se llame a confusión con 
otros requisitos.”.  (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 

 
 Ante el requisito que exige la Ley y la necesidad de que este requisito se vea materializado en 
el título valor tal como lo ha señalado la jurisprudencia en cita, revisadas todas y cada una de las 
facturas aportadas al proceso, nuevamente se llega a la misma conclusión: las facturas no cumplen 
los requisitos mínimos que la Ley prevé, impidiendo ello que las “facturas presentadas” 
puedan constituir un título ejecutivo. 
 

 

2 Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bogotá́, Sala Civil, auto de 28 de agosto y 15 de septiembre de 2015, M.P. Marco Antonio Álvarez.  

 



 

Tan clara es la ausencia de este cardinal requisito, que al final de cada una de las facturas se 
encuentra en blanco el espacio de “firma” y de “firma y sello de recibido”, lo cual aún más 
evidencia la falta de constancia del recibo del servicio. Lo anterior quiere significar que, en el 
proceso que nos ocupa, no exista certeza de que en efecto el servicio hubiese sido recibido por el 
usuario, puesto que tan sólo se incluye una descripción de los supuestos servicios prestados y/o 
medicamentos o equipos dispuestos para ello, mas no existe certeza de la prestación del servicio. 
 
Así las cosas se insiste en que lo anterior es de suma importancia a efectos de proceder al 
respectivo cobro de las facturas, pues atendiendo a la premisa consistente en que “el que puede 
lo más, puede lo menos”, si las facturas no cumplen con las exigencias mínimas para ser considerado 
un título valor, mucho menos podrán ser consideradas un título ejecutivo, haciendo imperativo que 
el mandamiento de pago sea revocado pues no está soportado en verdaderos títulos ejecutivos 
que le sirvan de fundamento. 
 

3.3 INEXISTENCIA DE OBLIGACIÓN CLARA Y ACTUALMENTE EXIGIBLE CONTENIDA EN 
UN TÍTULO EJECUTIVO COMO CONSECUENCIA DE LA FALTA DE ACEPTACIÓN. 

 
De acuerdo con lo dispuesto en la Ley procesal, para que un documento sea considerado como 
título ejecutivo, debe reunir los requisitos previstos en el artículo 422 del CGP, esto es, que el 
documento provenga del deudor y constituya plena prueba en contra de éste y, por supuesto, que 
se trate de obligaciones calaras, expresas y actualmente exigibles. 
 
Del mismo modo, la fuente que da origen a la obligación debe provenir ya sea de la voluntad del 
deudor, sentencia judicial de condena, providencias judiciales con fuerza ejecutiva, providencias 
proferidas en procesos contenciosos administrativos o de policía que aprueben la liquidación de 
costas o señalen honorarios para auxiliares de la justicia. 
 
En primer lugar, cuando la norma del estatuto procesal se refiere a que una obligación sea 
actualmente exigible, de suyo supone que es necesario que exista una deuda que el acreedor esté 
en la facultad de reclamar su pago, pues, si el acreedor no tiene en su cabeza dicha facultad, a 
pesar de que exista una obligación vigente, de no ser exigible en el momento en que se solicita la 
ejecución, no podrá ser cobrada por vía judicial. 
 
Así las cosas, teniendo en cuenta lo anterior, el titulo ejecutivo base de la presente ejecución, que 
se materializa en numerosas facturas presentadas, además de no cumplir con los requisitos 
necesarios para ser considerado como título valor, menos aún tiene la vocación de reunir las 
características de título ejecutivo, habida cuenta que las “facturas presentadas” no contienen 
obligaciones actualmente exigibles. 
 
Se dice lo anterior, en la medida en que, tal como inextenso se afirmó y demostró en el primero 
de los reparos de este recurso, la supuesta suma de dinero que aquí se reclama no es actualmente 
exigible a la compañía que represento, toda vez que la suma reclamada y que sin reparo alguno 



 

fue plasmada en el auto mandamiento de pago ya fue, en su mayoría, glosada y /o pagada por 
LA ASEGURADORA.  
 
Ciertamente, el Despacho se ha visto incurso en este protuberante error derivado de que la parte 
ejecutante, sin ningún tipo de explicación, deliberadamente decidió omitir en las facturas que 
presentó como título base de la presente ejecución los pagos parciales que LA ASEGURADORA  
ya había efectuado y a los que, por consiguiente, no tiene derecho alguno. 
 
Admitir un argumento diferente al aquí planteado y, por ende, continuar con el trámite del proceso 
ejecutivo sería tanto como si se permitiera que el ejecutante se beneficiara de un enriquecimiento 
sin causa en virtud de que, de continuarse el proceso ejecutivo y permitir el doble cobro del dinero, 
el demandante estaría enriqueciéndose sin ningún fundamento o título jurídico, aunado a que se le 
estaría permitiendo beneficiarse de su propia culpa, pues la imprecisión en la suma que se 
pretende cobrar en el presente proceso es derivado de la inexactitud y falta al principio de 
literalidad de los títulos valores al haber obviado incluir en el texto de las facturas los pagos 
parciales que ya fueron efectuados. 
 

3.4 INEPTITUD DE LA DEMANDA POR LA FALTA DE CUMPLIMIENTO DE REQUISITOS 
FORMALES. 

 
Las reclamaciones que pretende la parte demandante tienen como fundamento una normativa 
especial asociada al contrato se seguro y, en particular, el tipo denominado SOAT. 
 
Así, de acuerdo con lo previsto en el artículo 8° del Decreto 1032 de 1991, incorporado en el 
Decreto 663 de 1993 EOSF (artículo 195), frente al reclamo que se formule a las compañías de 
seguro, dispone la norma lo siguiente: 
 
“Artículo 8°. Los establecimientos hospitalarios o clínicos y las entidades de seguridad y previsión social 
de los subsectores oficial y privado que presten la atención médica, quirúrgica, farmacéutica u 
hospitalaria por daños corporales causados a las personas en accidentes de tránsito, o quien hubiere 
cancelado su valor, así como quien hubiere ocurrido en los gastos del transporte de las víctimas, serán 
titulares de la acción para presentar la correspondiente reclamación a las entidades aseguradoras. 

 
Una vez se entregue la reclamación, acompañada de las pruebas del accidente y de los daños 
corporales; de su cuantía, si fuere necesario, y de la calidad de causahabiente, en su caso, las entidades 
aseguradoras pagarán la indemnización dentro del mes siguiente a la fecha en que el asegurado o 
beneficiario acredite, aun extrajudicialmente, su derecho ante el asegurador, de acuerdo con el artículo 

1077 del Código de Comercio. Vencido este plazo, el asegurador reconocerá, y pagara ́ al asegurado 
o beneficiario, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa de interés 
prevista en el artículo 83 de la Ley 45 de 1990.”. (Subrayado fuera del texto original) 

 
De acuerdo con lo anterior, dispone la Ley que para la presentación de la reclamación ante la 
aseguradora, esta debe ir acompañada de una serie de documentos que permitan acreditar la 



 

ocurrencia del accidente y de los daños de la víctima, así como su cuantía. Lo anterior, pues 
precisamente bajo la naturaleza del tipo de relación a la que se refiere, esto es, derivada de un 
seguro, es necesario constatar una serie de elementos que en efecto permitan establecer que 
procede la reclamación y la cuantía que deberá asumir la compañía, incluso, esto último de acuerdo 
con los topes fijados en la propia Ley. 
 
A su turno, dispone el artículo 26 del Decreto 56 de 2015, compilado en el artículo 2.6.1.4.2.20 
del Decreto 780 de 2016, lo siguiente: 
 
“Artículo 26. Documentos exigidos para presentar la solicitud de pago de los servicios de salud. Para 
elevar la solicitud de pago de los servicios de salud prestados a víctimas de accidentes de tránsito, de 
eventos catastróficos de origen natural, de eventos terroristas y demás eventos aprobados por el 
Ministerio de Salud y Protección Social en su calidad de Consejo de Administración del Fosyga, los 
prestadores de servicios de salud deberán radicar ante el Ministerio de Salud y Protección Social, o la 
entidad que se defina para el efecto o ante la aseguradora, según corresponda, los siguientes 
documentos: 

 
1. Formulario de reclamación que para el efecto adopte la Dirección de Administración de 

Fondos de la Protección Social del Ministerio de Salud y de Protección Social, debidamente 
diligenciado. El medio magnético deberá contar con una firma digital certificada. 
 

2. Cuando se trate de una víctima de accidente de tránsito: 
2.1. Epicrisis o resumen clínica de atención según corresponda, documento que debe contener 
los datos específicos señalados en los artículos 31 y 32 del presente decreto. 
2.2. Los documentos que soportan el contenido de la historia clínica o el resumen clínico de 
atención señalados en la reglamentación que expida el Ministerio de Salud y Protección Social 
para el efecto. 
 
3.  Cuando se trate de víctimas de eventos catastróficos de origen natural o de eventos 

terroristas: 
 
3.1. Epicrisis o resumen clínico de atención según corresponda, documento que debe contener 
los datos específicos señalados en los artículos 31 y 32 del presente decreto. 
3.2. Los documentos que soportan el contenido de la historia clínica o el resumen clínico de 
atención señalados en la reglamentación que expida el Ministerio de Salud y Protección Social 
para el efecto. 
3.3. Certificado emitido por el consejo municipal de gestión del riesgo, en el que conste que la 
persona es o fue víctima de uno de los eventos mencionados.  
 

4. Original de la factura o documento equivalente de la IPS que prestó el servicio, que 
debe contener como mínimo la información señalada en el artículo 33 del presente 
decreto. 

 



 

5.   Cuando se reclame el valor del material de osteosíntesis, factura o documento 
equivalente del proveedor de la IPS.” (Subrayado fuera del texto original) 

 
Asimismo, el artículo 143 de la Ley 1348 de 2011, mediante la cual se reforma el Sistema General 
de Seguridad Social, dispone lo siguiente: 

 
“ARTÍCULO 143. Para la prueba del accidente de tránsito ante la aseguradora del SOAT, será 
suficiente la declaración del médico de urgencias sobre este hecho, en el formato que se establezca 
para el efecto por parte del Ministerio de la Protección Social, sin perjuicio de la intervención de la 
autoridad de tránsito y de la posibilidad de que la aseguradora del SOAT realice auditorías 
posteriores.” 

 
En este sentido, ante la ocurrencia de accidentes de tránsito, el documento idóneo para acreditar 
la identidad del sujeto que sufrió el accidente, su ingreso y diagnóstico, entre otros, se denomina 
EPICRISIS, el cual no fue aportado junto con las facturas. 

 
Todo lo anterior permite establecer que, ante la especialidad y particularidad del caso que nos 
ocupa, para la reclamación de las entidades prestadoras de servicios de salud ante la 
aseguradora la factura por sí sola no presta mérito ejecutivo, pues se configura lo que se denomina 
título complejo o compuesto, es decir, que para que se entienda configurado el título ejecutivo, no 
solamente basta con que se aporte el título valor (factura), sino que, además, dicha factura venga 
acompañada de todos y cada uno de los anexos necesarios tal como lo han establecido las normas 
atinentes a la materia, pues, todos esos documentos, en su conjunto, conforman el título ejecutivo. 

 
En consecuencia, el título base de la acción ejecutiva se compone de la factura de venta y de otros 
documentos que en efecto permitan acreditar el derecho en contra del deudor, a partir de una 
obligación clara, expresa y exigible. 

 
Sobre el particular, la doctrina en cabeza del tratadista RAMIRO BEJARANO GUZMÁN ha 
expresado lo siguiente: 

 
“La unidad del título no es física sino jurídica, es decir, sus requisitos pueden estar en uno o varios 
documentos. 
Como se indicó, el titulo será simple si todos los requisitos para que sea ejecutivo constan en un solo 
documento, como un cheque o letra de cambio impagada; y será complejo, si los requisitos para que 
el documento preste mérito ejecutivo constan no en uno, sino en varios documentos, como ocurre, por 
ejemplo, con un título que contenga una obligación de hacer, que además del contrato exige el 
requerimiento para constituir en mora, salvo que se haya renunciado a él. 3 

 

3 Ramiro Bejarano Guzmán, “Procesos Declarativos, Ejecutivos y Arbitrales”, Ed. Temis, Sexta Edición, Bogotá D.C., página 448.  

 



 

Así las cosas, en el caso concreto, es claro que las facturas presentadas con la demanda no gozan 
de mérito ejecutivo, pues no basta entonces para configurar el título ejecutivo compuesto con 
aportar la factura, pues como se ha venido explicando, por ser necesarios para establecer la 
existencia y cuantía del siniestro se requiere aportar los documentos que acreditan que los siniestros 
ocurrieron y que su cuantía corresponde a las sumas pretendidas en la demanda ejecutiva. 
 
En efecto, el hecho de aportar a la demanda las factura junto con los demás documentos exigidos 
en la misma Ley obedece a la necesidad de demostrar al juez, según el artículo 1077 del Código 
de Comercio, la existencia y la cuantía del siniestro amparado, elementos que resultan 
indispensables en la medida en que si no hay evidencia procesal de ellos, dada la complejidad en 
la conformación del título ejecutivo, según explicaciones anteriores, no procederá orden de pago 
por los valores demandados. 

 
Dicho en otros términos, si no está demostrada a cabalidad la existencia y cuantía del siniestro, no 
existe una obligación clara, expresa y exigible que soporte dictar el mandamiento ejecutivo en el 
sentido solicitado por el demandante. La factura no puede ser tomada como un documento 
independiente y por ello obrar como título ejecutivo por sí solo, está debe ser analizada junto con 
todos los documentos que hacen parte de la reclamación. 

 
Por lo anterior, no se encuentran los elementos suficientes para determinar que las facturas que la 
demandante pretende cobrar constituyan título ejecutivo alguno y, en consecuencia, lo que procede 
es revocar el mandamiento de pago librado en contra de LA ASEGURADORA.  

 

3.5 AUSENCIA DE OPORTUNIDAD EN LA RECLAMACIÓN: PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN. 
 
En nuestro ordenamiento jurídico el legislador determinó las oportunidades en las cuales los sujetos 
de derecho pueden presentar sus reclamaciones e incluso hacerlas efectivas ante la administración 
de justicia. 

 
Para ello, determinó unos momentos específicos en los cuales los sujetos deben presentar su 
reclamación —judicial o extrajudicial— so pena de que su actuación extemporánea sea 
sancionada por le Ley, bajo las figuras de prescripción y/o caducidad. 
 

Así ́, para el caso que nos ocupa, en el artículo 41 del Decreto 56 de 2015, compilado en el arti ́culo 
2.6.1.4.4.1 del Decreto 780 de 2016, dispone lo siguiente: 
 
“Artículo 5.6.1.4.4.1. Condiciones del SOAT. Adicional a las condiciones de cobertura y a lo 
previsto en el presente decreto, son condiciones generales aplicables a la póliza del SOAT, las 
siguientes: 

 
1. Pago de reclamaciones. Para tal efecto, las instituciones prestadoras de servicios de salud 

o las personas beneficiarias, según sea el caso, deberán presentar las reclamaciones 
económicas a que tengan derecho con cargo a la póliza del SOAT, ante la respectiva 



 

compañía de seguros, dentro del término de prescripción establecido en el artículo 1081 
del Código de Comercio, contado a partir de: 
 

1.1. La fecha en que la víctima fue atendida o aquella en que egresó de la institución prestadora 

de servicios de salud con ocasio ́n de la atención me ́dica que se le haya prestado, tratándose de 
reclamaciones por gastos de servicios de salud. 
1.2. La fecha de defunción de la víctima para indemnizaciones por muerte y gastos funerarios. 
1.3. La fecha en que adquirió firmeza el dictamen de pérdida de capacidad laboral, tratándose 
de indemnizaciones por incapacidad. 
1.4. La fecha en que se prestó el servicio de transporte, tratándose de gastos relacionados con 
el transporte y movilización de la víctima. 
 
El pago por parte de dichas compañías, deberá efectuarse dentro del término establecido en 
el artículo 1080 del Código de Comercio o la norma que lo modifique, adicione o sustituya. 
Vencido este plazo, el asegurador reconocerá y pagará a la institución prestadora de servicio 
de salud o beneficiario según sea el caso, además de la obligación a su cargo y sobre el 
importe de ella, un interés moratorio igual al certificado como bancario corriente por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, aumentado en la mitad. 
 
(...)”. (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 
 
Por su parte, el artículo 1081 del Código de Comercio al cual hace referencia la norma 
anterior, consagra un régimen especial de prescripción en materia de seguros, en el cual 
se establece el tiempo que debe transcurrir para que se produzca el fenómeno extintivo y 
el momento en el cual el período debe empezar a contarse. Veamos: 
 
“La prescripción de las acciones que se derivan del contrato de seguro o de las disposiciones 
que lo rigen podrá ser ordinaria o extraordinaria. 
La prescripción ordinaria será de dos años y empezará a correr desde el momento en que el 
interesado haya tenido o debido tener conocimiento del hecho que da base a la acción. 
La prescripción extraordinaria será de cinco años, correrá contra toda clase de personas y 

empezará a contarse desde el momento en que nace el respectivo derecho. 
Estos términos no pueden ser modificados por las partes.” (Negrilla fuera del texto original). 
 
Así, para analizar la configuración de prescripción en el caso que nos ocupa, es necesario 
tener en cuenta el momento en el cual se prestan los servicios médico-quirúrgicos a las 
víctimas de accidentes de tránsito, pues es a partir de este hecho que se inicia a contar el 
término de prescripción de la acción —siendo este el momento en el cual la Clínica conoce 
su derecho-. 
 
En este sentido, en relación con las facturas que presenta el demandante como base de la 
presente acción, revisada en detalle la información, se advierte que algunas de las 
obligaciones ya se encontraban prescritas para el momento de presentación de la 



 

demanda. Esto significa que el demandante no exigió en tiempo su derecho, pues al haber 
transcurridos los dos (2) años que el demandante tenia para reclamar a la aseguradora y 
no haber ejercido su derecho, no es posible formular reclamo alguno a LA ASEGURADORA 
para obtener su pago por vía judicial. 
 
Lo anterior precisamente en armonía con el principio de seguridad jurídica, en la medida 
en que las obligaciones no son indefinidas en el tiempo, en otras palabras, los sujetos de 
derecho no se encuentran obligados de manera ilimitada ni indeterminada en el tiempo, 
pues la Ley trae consigo una sanción —que opera por ministerio de la Ley— ante la 
inactividad o desidia de quien tiene un derecho y no lo reclama oportunamente. 
 
Al respecto, la Superintendencia Financiera de Colombia ha aclarado lo siguiente:4 
 
“Con la atención de la víctima por parte del hospital se tiene conocimiento del siniestro que da 
lugar a la acción de reclamación y el término para que opere la prescripción ordinaria 
empezaría a contar desde el momento en que fue atendida la víctima de tal suerte que si la 
atención a la víctima del accidente de tránsito amparada por el SOAT ocurrió el mismo dia, 
desde ese momento empezaría a computar el término de prescripción. En el caso planteado la 
prescripción se predica de la acción para efectuar la reclamación y no de la factura, factura 
que es uno de los requisitos exigidos para efectos de legalizar en debida forma la reclamación 
ante la aseguradora. 
(...) 
Definido el anterior contexto conceptual y teniendo en cuenta que con la atención de la víctima 
por parte del Hospital se tiene pleno conocimiento del siniestro que da lugar a la acción de 
reclamación, el término para que opere la prescripción ordinaria, que es la única que se puede 
invocar en estos casos, empezaría a contar desde el momento en que el Hospital conoció o ha 
debido conocer el siniestro, esto es, desde que fue atendida la víctima independientemente de 
la fecha de expedición de la factura comercial, de tal suerte que si la atención a la víctima del 
accidente de tránsito amparada por el SOAT ocurrió el mismo día, desde ese momento 
empezaría a computar el término de prescripción”. 
(...) 
La prescripción se predica de la acción para efectuar la reclamación y no de la factura, factura 
que es uno de los requisitos exigidos para efectos de legalizar en debida forma la reclamación 
ante la aseguradora”. (Subrayado y negrilla fuera del texto original) 
 
Así las cosas, es claro que (i) la factura es sólo uno de los requisitos para legalizar la 
reclamación; (ii) el término de prescripción aplicable en estos casos es el de la ordinaria 
prevista en el código de comercio para el contrato de seguro por expresa disposición legal 

 

4 5 Superintendencia Financiera de Colombia, Concepto 2008026912-001 de fecha 16 de julio de 2008. 

 



 

de la norma especial; (iii) y que el término de prescripción inicia a correr desde el momento 
en el que fue atendida la víctima. 
 
Para acreditar de forma específica lo anterior en el caso concreto, el computo del término 
de las facturas a fin de establecer que se encontraban prescritas para el momento en que 
el ejecutante presentó la demanda. 

 

3.6 TEMERIDAD DE LA DEMANDA 
 
En el ordenamiento jurídico colombiano, uno de los principios rectores es el de buena fe, principio 
que al tenor de lo previsto en el artículo 83 de la Constitución política Colombiana séñala que “Las 
actuaciones de los particulares y de las autoridades públicas deberán ceñirse a los postulados de buena 
fe, la cual se presumirá en todas las gestiones que aquellos adelanten ante estás.” 
 
En relación con el principio en comento, la Corte Constitucional en sentencia C-544 de 1994 expuso 
lo siguiente: 
 
“La buena fe ha sido, desde tiempos inmemoriales, uno de los principios fundamentales del derecho, 
ya se mire por su aspecto activo, como el deber de proceder con lealtad en nuestras relaciones jurídicas, 
o por el aspecto pasivo, como el derecho a esperar que los demás procedan en la misma forma. En 
general, los hombres proceden de buena fe: es lo que usualmente ocurre. Además, el proceder de mala 
fe, cuando media una relación jurídica, en principio constituye una conducta contraria al orden jurídico 
y sancionada por este. En consecuencia, es una regla general que la buena fe se presume: de una parte 
es la manera usual de comportarse; y de la otra, a la luz del derecho, las faltas deben comprobarse. 
Y es una falta el quebrantar la buena fe.” 
 
Como resulta obvio, el principio de buena fe, de cara al derecho procesal, quiere significar que 
las partes y demás intervinientes dentro de un proceso judicial deben observar comportamiento 
probo y leales tanto con el operador judicial como con su contraparte. 
 
Este principio fue incluido en el estatuto procesal, indicando que, en virtud de que en Colombia 
existe la presunción de buena fe, dicha presunción se entendería desvirtuada cuando las partes o 
los intervinientes en el proceso incurran en las siguientes conductas: 
 
“Artículo 79. Temeridad o mala fe 
Se presume que ha existido temeridad o mala fe en los siguientes casos: 
1. Cuando sea manifiesta la carencia de fundamento legal de la demanda, excepción, recurso, oposición 
o incidente, o a sabiendas se aleguen hechos contrarios a la realidad. 
2. Cuando se aduzcan calidades inexistentes. 
3. Cuando se utilice el proceso, incidente o recurso para fines claramente ilegales o con propósitos 
dolosos o fraudulentos. 
4. Cuando se obstruya, por acción u omisión, la práctica de pruebas. 
5. Cuando por cualquier otro medio se entorpezca el desarrollo normal y expedito del proceso.  



 

6. Cuando se hagan transcripciones o citas deliberadamente inexactas. (subrayas y negrillas fuera del 
texto) 
 
Teniendo en cuenta lo previsto en el numeral primero de la norma en cita es dable concluir que el 
comportamiento que ha desplegado la parte actora ha sido a toda luces temerario y de mala fe, 
toda vez que, a pesar de que la parte ejecutante conocía la existencia de pagos parciales y 
numerosas GLOSAS ADMINISTRATIVAS QUE DISMINUYEN NOTABLEMENTE EL VALOR QUE EN 
ESTE PROCESO SE RECLAMA, DELIBERADAMENTE DECIDIÓ OMITIRLOS HACIENDO INCURRIR 
EN ERROR AL DESPACHO LOGRANDO QUE SE EXPIDIERA UN MANDAMIENTO DE PAGO 
CUANTIOSO cuando la realidad es totalmente contrario a lo expresado en la demanda. 
 
Un olvido de esta naturaleza en ningún caso puede ser considerado un detalle menor pues, por 
decir lo menos, dicha omisión pudo haber generado un enriquecimiento sin causa, hecho que en 
ningún caso puede ser amparado por el Derecho. 
 
 

IV. ANALISIS JURISPRUDENCIAL  

 
 
En aras a Zanjar las diferencias, en reciente sentencia (la STC14094-2022) LA CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA, con ponencia de la DRA. HILDA GONZÁLEZ NEIRA, reiteró la 
interpretación que ya había sentado en sentencias STC19525-2017 y STC3056-2021, también 
en sede de tutela, sobre la necesaria remisión en procesos ejecutivos con base en facturas emitidas 
por cuenta de servicios médicos prestados a víctimas de accidentes de tránsito a las normas propias 
del contrato de seguro, en especial a las que reglamentan el recobro a las aseguradoras de 
siniestros amparados por SOAT, concluyendo que al corresponder a títulos de ejecución complejos, 
la sola factura cambiaria no era documento suficiente para entender contenido el derecho al 
recobro. 
 
Para fundar su conclusión dijo la Corte que “la normatividad llamada a regular el asunto era la 
relativa al cobro de las indemnizaciones derivadas de pólizas de seguro obligatorio por accidente de 
tránsito, contenida en los Decretos 663 de 1993, 3990 de 2007 y los artículos 1053 y 1077 del 
Código de Comercio” y que tratándose del cobro de “facturas” atinentes a gastos médicos, la 
“documentación” necesaria para constituir el “título ejecutivo complejo” eran los “Formularios de 
reclamación, según el formato adoptado por el Ministerio de la Protección Social, certificado médico 
de atención, formato adoptado por el Ministerio de la Protección Social, la factura y fotocopia de la 
póliza” 
 
Siendo clara la determinación de la Corte, no es posible ya que con base sólo en facturas 
cambiarias que jueces de la República libren mandamiento de pago en contra de aseguradoras 
para el cobro de servicios SOAT. Más, si como dijo la Corte en la sentencia, para ella ESTA 



 

CONCLUSIÓN ES DOCTRINA VINCULANTE POR CUENTA DE SU REITERACIÓN Y CONSISTENCIA 
EN EL TIEMPO. 
POR CONSIGUIENTE, ES INDUDABLE QUE SOBRE ESTA MATERIA EXISTE UN "PRECEDENTE" 
VINCULANTE, EL CUAL NO PUEDE SER IGNORADO POR LOS JUECES EN LOS "PROCESOS" 
DONDE SE VENTILE ESTA, MÁXIME CUANDO, SE RECUERDA, ESTA CORTE TIENE SENTADO QUE 
LOS "JUZGADORES" TIENEN LA "OBLIGACIÓN" DE "REVISAR" DE OFICIO O A INSTANCIA DE LA 
"PARTE EJECUTADA" LOS ELEMENTOS DEL "TÍTULO", AUN EN VIGENCIA DEL CÓDIGO GENERAL 
DEL PROCESO (CSJ, STC14164-2017, ITERADA RECIENTEMENTE EN LA STC16048-2021 Y 
STC1912-2022)». 
 
Acertadamente la CORTE SUPREMA DE JUSTICIA en sentencia de Tutela ID 789690, M. Ponente 
HILDA GONZÁLEZ NEIRA, Numero de Proceso T 1300122130002022-00475-01, Número De 
Providencia STC14094-2022, Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de 
Cartagena, estableció: 
 
ASUNTO: 
PROBLEMA JURÍDICO: ¿Se vulnera el derecho al debido proceso de la sociedad accionante, 
Seguros del Estado S.A., con la decisión del Juzgado 2 Civil del Circuito de Cartagena, de 
confirmar la sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución, por considerar exigibles las 
facturas presentadas como título base de la ejecución, ¿emitidas con ocasión de los servicios 
médicos cubiertos por pólizas de seguro obligatorio de accidentes de tránsito? 
 
ASUNTO: 
PROBLEMA JURÍDICO: ¿Se vulnera el derecho al debido proceso de la sociedad accionante, 
Seguros del Estado S.A., con la decisión del Juzgado 2 Civil del Circuito de Cartagena, de 
confirmar la sentencia que ordena seguir adelante con la ejecución, por considerar exigibles las 
facturas presentadas como título base de la ejecución, emitidas con ocasión de los servicios médicos 
cubiertos por pólizas de seguro obligatorio de accidentes de tránsito (SOAT), sin que se anexaran 
las pruebas demostrativas de que la “ejecutante, atendió y prestó servicio médico a las víctimas 
del accidente de tránsito”? 
 
TESIS: 
«En lo que refiere al interrogante sobre si las "facturas de servicios de salud", en particular, las 
emitidas con ocasión de la afectación de las "pólizas de SOAT", son o no un "título complejo", esta 
Sala en sede de tutela ha respondido positivamente dicha pregunta, al sostener en un caso de 
idénticos perfiles al que ahora se analiza, que la normatividad llamada a regular el asunto era la 
relativa al cobro de las indemnizaciones derivadas de pólizas de seguro obligatorio por accidente 
de tránsito, contenida en los Decretos 663 de 1993, 3990 de 2007 y los artículos 1053 y 1077 
del Código de Comercio” (Subrayado propio) y que tratándose del cobro de “facturas” atinentes 
a gastos médicos, la “documentación” necesaria para constituir el “título ejecutivo complejo” eran 
los “Formularios de reclamación, según el formato adoptado por el Ministerio de la Protección 
Social, certificado médico de atención, formato adoptado por el Ministerio de la Protección Social, 
la factura y fotocopia de la póliza (STC2064-2020, que citó la STC19525-2017). 



 

 
Tal criterio fue ampliado en fallo de 24 de marzo de 2021, en los siguientes términos: 
 
(…) De este modo, a diferencia de lo considerado por la gestora del amparo, lo determinado reposa 
sobre el contenido de los medios de convicción, a la par de un razonable entendimiento de los mismos, 
y la aplicación de las normas aplicables a la materia, cuestión que impide sostener que en esa actividad 
se hubiera incurrido en alguna de las causales de procedencia del amparo invocadas (…), en tanto 
que tal y como lo dejó anotado la Corporación criticada en la sentencia de segundo grado debatida, 
se concluyó que i) los títulos ejecutivos complejos aportados como báculo de la acción ejecutiva, sí 
prestaban mérito ejecutivo, de conformidad a las normas especiales atrás referenciadas que regulan 
las facturas para el cobro de los servicios prestados por la E.S.E Hospital Universitario Erasmo Meoz, 
a las víctimas de accidentes de tránsito, más aún cuando ii) las glosas alegadas por la ejecutada, no 
se presentaron en debida forma; iii) que el término prescriptivo alegado, corresponde al contemplado 
en el canon 2536 del Código Civil, y no al que establece la norma mercantil para la acción cambiaria 
o, para el contrato de seguro; y, iv) que de acuerdo a las probanzas arrimadas, la excepción de pago 
sólo podía prosperar frente a dos de las facturas cobradas. (STC3056-2021). 
 
Y, recientemente, en providencia de 23 de febrero hogaño, esta Corte apadrinó lo considerado 
por el despacho judicial que se criticaba en un asunto donde se aspiraba colectar el pago de 
"facturas relacionadas con la prestación de servicios de salud derivados de la ocurrencia de 
accidentes de tránsito", con base en los planteamientos delineados en precedencia, al señalar que 
"no se observa el desafuero jurídico que se enrostró al fallador encartado. Por el contrario, la 
providencia criticada se basó en una motivación que no es producto de la subjetividad o el 
capricho, por lo que resulta improcedente la intervención excepcional del juez de tutela" 
(STC1991- 2022). 
 
Por consiguiente, es indudable que sobre esta materia existe un "precedente" vinculante, el cual no 
puede ser ignorado por los jueces en los "procesos" donde se ventile esta, máxime cuando, se 
recuerda, esta Corte tiene sentado que los "juzgadores" tienen la "obligación" de "revisar" de 
oficio o a instancia de la "parte ejecutada" los elementos del "título", aun en vigencia del Código 
General del Proceso (CSJ, STC14164-2017, iterada recientemente en la STC16048-2021 y 
STC1912-2022)». 
 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO - Proceso ejecutivo: vulneración del derecho por desconocimiento 
del precedente jurisprudencial, relativo a la naturaleza de título ejecutivo complejo de las facturas 
emitidas por la prestación de servicios de salud, derivados de la ocurrencia de accidentes de 
tránsito que afectan las pólizas de seguro obligatorio 
 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO - Proceso ejecutivo: vulneración del derecho al considerar 
exigible las facturas presentadas para la ejecución, entendidas como simples títulos valores, 
desconociendo que son facturas para el cobro de servicios de salud derivados de la ocurrencia de 
accidentes de tránsito 
 



 

TESIS: 
«En el sub judice, Seguros del Estado S.A. aduce que el Juzgado Segundo Civil del Circuito de 
Cartagena "desconoció el precedente" atrás glosado, el cual resultaba de ineludible "aplicación", 
por ser un discernimiento consolidado sobre la temática central del litigio combatido. 
Pues bien, en la directriz con la que aquel resolvió la apelación propuesta por la interesada, se 
aprecia que despachó el reproche de la ejecutada frente a la falta de constitución "completa" del 
"título", así: 
 
Siendo entonces imperativo, para la prosperidad de las pretensiones que el juzgador tenga la 
convicción de que tales documentos signifiquen un verdadero título, en cuyo caso es menester para 
respaldar el mandamiento ejecutivo, que se reúnan en su integridad los requisitos exigidos por el 
artículo 422 del Código General del Proceso, es decir debe constar en un documento del deudor o de 
su causante, que contenga una obligación clara, expresa y exigible y que constituya plena prueba en 
su contra. Aunado a estos requisitos generales, el promotor también debe acreditar los que, de forma 
especial, la ley ordene para la validez de ciertos títulos en consideración a su naturaleza, 
en este caso, los previstos para la factura, pues, al constituir la base de la ejecución, desde el principio, 
no puede haber duda acerca de la certeza y eficacia del derecho que se persigue. 
 
Ahora bien, en cuanto a los requisitos de las facturas como título valor, en sentencia de tutela STC-
7273 de 11 de septiembre de 2020 (Exp. No. 11001- 02-03-000-2020-01604- 00), la Sala de 
Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia indicó lo siguiente: 
 
“(…) 3.1.- No hay duda de que el juez al examinar los “requisitos de la factura como título valor” 
debe indagar por la entrega de las mercancías vendidas o la prestación de los servicios 
incorporados en ella. Aunque el inciso final del artículo 774 del estatuto mercantil, modificado por 
el 3° de la Ley 1231 de 2008, establece que “[l]a omisión de requisitos adicionales que 
establezcan normas distintas a las señaladas en el presente artículo, no afectará la calidad de 
título valor de las facturas”, una lectura armónica de los artículos 772 y 773 de la misma obra y 
el Decreto 3327 de 2009, permite deducir además, de las exigencias allí contempladas, que el 
“beneficiario de la mercancía o de los servicios, las recibió”. 
 
Ahora, eso no significa, como lo concluyó la Colegiatura convocada, que las facturas para valer 
como títulos valores y, por tanto, para prestar mérito ejecutivo, deban tener en su cuerpo o en hoja 
adherida a él “constancia de recibido de las mercancías o de la prestación del servicio”. No. ESTO, 
PORQUE EL REQUISITO QUE POR ESE CAMINO SE ESTUDIA ES EL DE LA “ACEPTACIÓN DE 
LAS FACTURAS”, y no aquél, que no fue contemplado por el legislador. 
 
De ahí que para determinar si una "factura" cumple los presupuestos para ser considerado como 
“título valor” deberá verificarse la presencia de los siguientes elementos: (i) La mención del derecho 
que el título se incorpora, (ii) La firma de quien lo crea, esto es, la del vendedor o prestador del 
servicio, (iii) La fecha de vencimiento, (iv) El recibido de la factura (fecha, datos o firma de quien 
recibe y (v) Su aceptación (…)”. 



 

A partir de lo cual, coligió que como vemos, para que las facturas se entiendan como verdaderos 
títulos ejecutivos y se pueda exigir a su tenor literario e independiente basta con que las mismas 
hubiesen sido aceptadas, en este caso por el beneficiario del servicio, sin que sea necesario exigir 
documentos adicionales como por ejemplo la constancia de que los servicios médicos que se cobran 
hubiesen sido debidamente prestados, máxime si aquélla no pretendió cobrar un título complejo, 
sino que hizo uso de la acción cambiaria que prevé el artículo 789 del Código de Comercio. 
Adicionalmente, tal como lo dispone el artículo 774 del Código de Comercio, se aclara que, 
contrario a lo planteado por la apelante, las facturas objeto de la presente ejecución, constituyen 
títulos simples y no complejos, en la medida que se acredite la entrega efectiva de la misma al 
deudor (…). 
 
Ahora, en el presente caso por tratarse de facturas derivadas de la prestación de servicios de 
salud a pacientes con cargo al SOAT resulta imperioso aplicar lo dispuesto en los artículos 13 de 
la Ley 1122 de 2007, 23 del Decreto 4747 de 2007 y artículo 3 de la Ley 153 de 1887, en 
cuanto a que la entidad responsable del pago cuenta con 30 días a partir de la presentación de 
la factura para hacer devolución de las facturas, o para enterar a la prestadora del servicio 
presentar sus objeciones o presentar las glosas a las que haya lugar, transcurridos los cuales sin 
que se presenten objeciones la misma se entiende irrevocablemente aceptada y debe ser pagada. 
(Destaco adrede). 
 
Por lo que concluyó: 
 
Con todo lo anterior, queda al descubierto el desatino del primero de los reparos hechos a la 
sentencia, en el cual se duele el ejecutado de que no existe dentro del expediente, pruebas algunas 
que demuestre que el servicio que se cobra haya sido realmente recibido por el paciente, pues 
como se ha dicho y como viene zanjado por la Honorable 
Corte Suprema de Justicia, una vez verificado que las facturas traídas al proceso, se ajustan las 
exigencias contenidas en el artículo 422 del Código General del Proceso, a los requisitos el artículo 
774 del Código de Comercio, y los del 617 del Estatuto Tributario, basta con hallarse probado la 
entrega efectiva de las facturas sin que este demostrada su devolución, o que frente a ellas se 
hubiesen propuesto objeciones o glosas dentro de los 30 días siguientes a la entrega, para 
mermarle el carácter de verdaderos títulos ejecutivos y sean exigibles por esta vía coercitiva, y 
como se evidencia en el presente caso, dichas facturas fueron radicadas ante la aseguradora, y 
para el cobro ejecutivo fueron debidamente aportadas con la constancia de radicado, se percata 
además que de ellas se derivan unas obligaciones clara, expresa y exigibles, siendo suficientes 
por sí mismas, sin que se necesite el arribo de documentos adicionales como lo pretende el 
demandado.  
 
A lo que agregó, que Aunado a lo anterior, se deja constancia que a lo largo del proceso la parte 
ejecutada en ningún momento a puesto su empeño en desvirtuar dicha circunstancia (el recibido de 
las facturas), es más, se resalta que incluso al sustentar la alzada, no ha negado la recepción de 
las facturas por parte de su representada, en esa  medida, si bien no existe constancia de 
aceptación expresa de las facturas, por lo cual en concordancia lo dicho hasta aquí, a falta de 



 

objeciones a las mismas se debe interpretar que operó la aceptación tácita de las mismas, por lo 
tanto, cabe inferir asimismo que el servicio cobrado fue debidamente prestado (sobresalto con 
intención). 
Al contrastar dichos razonamientos con lo revelado en el punto 1.1. de estas disertaciones, de 
entrada se vislumbra la configuración de la infracción denunciada, toda vez que la iudex 
censurada se apartó del "precedente" fijado por esta Corte acerca de la constitución del "título" 
cuando se anhela la cancelación de "facturas relacionadas con la prestación de servicios de salud 
derivados de la ocurrencia de accidentes de tránsito", al asegurar que "para que las facturas se 
entiendan como verdaderos títulos ejecutivos y se pueda exigir a su tenor literario e independiente 
basta con que las mismas hubiesen sido aceptadas", cuando, según se acaba de exponer, por 
ostentar la condición de "complejo", aquellas deben ser radicadas junto con los soportes definidos 
en las normas especiales que regulan el trámite para su pago, esto es, los Decretos 663 de 1993 
y 3990 de 2007, en armonía con los artículos 1053 y 1077 del Código de Comercio y demás 
disposiciones concordantes. 
Ahora bien, la "aceptación" de las "facturas" no suple la anterior exigencia, como al parecer lo 
entiende el despacho confutado, puesto que la "ausencia" de "objeción y glosas" no desaparece 
el carácter de "complejo" del "título" que se presenta para recaudo tratándose de "obligaciones" 
como las que aquí se tratan, de suerte que, el estudio efectuado por la referida "autoridad" al 
abordar el ataque exteriorizado por la ejecutante, alejado de la "hermenéutica" ilustrada, no fue 
el correcto, por lo que es claro que la "tutela" se debe abrir paso, para restablecer las garantías 
conculcadas. 
Y, es que, del cartapacio digital se alcanza a divisar, por ejemplo, que en el caso de las "facturas" 
n° 8484, 7281 y 14996, no se anexaron junto a estas los "certificados de atención médica para 
víctimas de accidente de tránsito", mientras que en lo que toca con las 8783 y 10358, no se 
adjuntaron la copia del "SOAT" y el "formato único de reclamación… por servicios por servicios 
prestados a las víctimas de eventos catastróficos y accidentes de tránsito", respectivamente, por lo 
que surge palmaria la necesidad de escudriñar, a la luz del "precedente" ilustrado, el "mérito 
ejecutivo" de los "instrumentos" adosados a la "ejecución reprochada". 
2.- Como colofón, dado que la "juez accionada" no "aplicó precedente" tantas veces mencionado, 
puesto que le dio una mirada restringida a los "documentos objeto de cobro" al evaluarlos como 
simples "título valor" conforme las normas mercantiles, olvidando que los "requisitos del título" 
cuando se trata de "facturas relacionadas con la prestación de servicios de salud derivados de la 
ocurrencia de accidentes de tránsito" deben cotejarse también bajo las disposiciones especiales 
que las regulan, es incuestionable que el resguardo debe concederse». 
 
En mérito de todo lo expuesto en precedencia, solicito se REVOQUE el mandamiento de pago 
librado en contra de LA ASEGURADORA y en su lugar, se rechace la demanda con base en los 
razonamientos explicados. 
 
 
 



 

V. PRUEBAS 

 
Solicito al Despacho tener como prueba los siguientes documentos que allego con el presente 
escrito: 
 
Pruebas por informe  
Conforme a los rituado por artículo 275 del código general del proceso, con todo respeto solicito 
al señor juez se sirva solicitar a PREVISORA COMPAÑÍA DE SEGUROS remita el estado de cartera 
de las facturas que han sido objeto de mandamiento de pago. Y las glosas que se efectuaron a 
las mismas, solicitud que se efectuó por parte de nuestra firma de abogados, pero que para la 
fecha de radicación del presente recurso no había sido allegado a nuestras dependencias.  
 
ANEXOS 
 
En relación con los anexos al presente escrito, manifiesto lo siguiente: 
 

• Los documentos que permiten acreditar la existencia y representación de nuestra 
representada así como la condición en la que actuamos, ya reposan en el expediente, 
razón por la cual, no se aportan nuevamente. 

• Las Documentales que se relacionan como pruebas.  
 

VI. NOTIFICACIONES 

 
 
4.1.- LA PREVISORA COMPAÑÍA DE SEGUROS  
notificacionesjudiciales@previsora.gov.co   
Dirección: calle 57 No. 9 – 07 
Bogotá D.C  
 
4.2.- LA SUSCRITA FIRMA DE ABOGADOS  
Calle 6 No 5- 13 Barrio La Pola de la Ciudad de Ibagué.  
Correo electrónico: juridica@msmcabogados.com   
 
Del Señor Juez; 
 
Atentamente,  
 
MARGARITA SAAVEDRA MAC´AUSLAND 
MSMC & ABOGADOS S.A.S   
C.C. 38.251.970 de Ibagué 
T.P 88.624 del C.S de la J. 

mailto:notificacionesjudiciales@previsora.gov.co
mailto:juridica@msmcabogados.com
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ANGIE 

De: NOTIFICACIONES JUDICIALES <notificacionesjudiciales@previsora.gov.co>
Enviado el: miércoles, 17 de mayo de 2023 4:43 p. m.
Para: Msmc & Abogados SAS; cmpl06nei@cendoj.ramajudicial.gov.co; judicial1; 

Msmc & Abogados SAS
Asunto: PODER RAD 41001418900320220059800 DTE CLINICA DE FRACTURA Y 

ORTOPEDIA LTDA DDO LA PREVISORA SA COMPAÑÍA DE SEGUROS.-LITISOFT 
38494

Datos adjuntos: CERTIFICADO PREVISORA.pdf; CAMARA DE COMERCIO DE LA FIRMA  DEL 
MES DE MAYO DE 2023.pdf; PODER RAD 41001418900320220059800 DTE 
CLINICA DE FRACTURAS Y ORTOPEDIA LTDA DDO LA PREVISORA S.A 
COMPAÑIA DE SEGUROS.-LITISOFT 38494.pdf

 
Señores  
JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES 
NEIVA-HUILA 
cmpl06nei@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 
 
Proceso: EJECUTIVO SINGULAR 
Demandante: CLINICA DE FRACTURA Y ORTOPEDIA LTDA 
Demandado: LA PREVISORA SA COMPAÑÍA DE SEGUROS 
Radicado: 41001418900320220059800 
 
Asunto: PODER 
 
SANDRA MILENA SALAMANCA GUTIERREZ, identificada con la cédula de ciudadanía N° 
52.797.206 de Bogotá D.C., mayor de edad y vecina de BOGOTA, actuando en mi 
condición de 
representante legal judicial de La Previsora S.A. Compañía De Seguros, sociedad de 
economía 
mixta del orden nacional, sometida al régimen de las empresas industriales y comerciales 
del 
Estado, vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con domicilio en Bogotá 
D.C., todo 
lo cual acredito mediante certificado adjunto expedido por la Superintendencia 
Financiera, 
manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente a la firma MSMC & 
ABOGADOS 
S.A.S., identificada con Nit 900.592.204-1, representada legalmente por la Doctora 
MARGARITA 
SAAVEDRA MAC´AUSLAND, abogada en ejercicio, portadora de la cédula de Ciudadanía 
número 38.251.970 de Ibagué y la T. P. 88.624 del C. S. de la J., para que, en el 
proceso de la 
referencia, se notifique, actúe como apoderado judicial de la Compañía, asista a 
audiencias, 
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presente argumentos de defensa, interponga recursos, y en general para que defienda 
los 
intereses de la Previsora S.A. Compañía de Seguros. 
 

 



 

La Previsora S.A., Compañía de Seguros Nit: 860.002.400-2 

Línea de Atención al cliente (1) 3487555 / 01 8000 91 0554 
Desde celular: # 345 / www.previsora.gov.co / Colombia 

Bogotá D.C. 
 
Señores 
JUZGADO TERCERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MÚLTIPLES  
NEIVA-HUILA 
cmpl06nei@cendoj.ramajudicial.gov.co  
E. S. D. 
 
Proceso:  EJECUTIVO SINGULAR 
Demandante:  CLINICA DE FRACTURA Y ORTOPEDIA LTDA 
Demandado:  LA PREVISORA SA COMPAÑÍA DE SEGUROS 
Radicado:  41001418900320220059800 
Asunto:  PODER 

 
SANDRA MILENA SALAMANCA GUTIERREZ, identificada con la cédula de ciudadanía N° 
52.797.206 de Bogotá D.C., mayor de edad y vecina de BOGOTA, actuando en mi condición de 
representante legal judicial de La Previsora S.A. Compañía De Seguros, sociedad de economía 
mixta del orden nacional, sometida al régimen de las empresas industriales y comerciales del 
Estado, vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, con domicilio en Bogotá D.C., todo 
lo cual acredito mediante certificado adjunto expedido por la Superintendencia Financiera, 
manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente a la firma MSMC & ABOGADOS 
S.A.S., identificada con Nit 900.592.204-1, representada legalmente por la Doctora MARGARITA 
SAAVEDRA MAC´AUSLAND, abogada en ejercicio, portadora de la cédula de Ciudadanía 
número 38.251.970 de Ibagué  y la T. P. 88.624 del C. S. de la J., para que, en el proceso de la 
referencia, se notifique, actúe como apoderado judicial de la Compañía, asista a audiencias, 
presente argumentos de defensa, interponga recursos, y en general para que defienda los 
intereses de la Previsora S.A. Compañía de Seguros. 
 
Solicito reconocer personería al mandatario para los fines de la gestión encomendada en los 
términos del Artículo 77 de Código General del Proceso, incluyendo la facultad de sustituir este 
poder. Las facultades de conciliar, desistir y transigir, están sujetas a la autorización previa del 
Comité de Defensa Judicial y Conciliación de la Compañía. 
 
Finalmente, y en cumplimiento a lo rituado por la Ley 2213 de 2022 en su artículo 5º, manifiesto, 
que, para fines de notificaciones judiciales, la mandataria cuenta con la dirección de correo 
electrónico: juridica@msmcabogados.com 
 
Atentamente, 
 
SANDRA MILENA SALAMANCA GUTIERREZ 
C.C. 52.797.206 de Bogotá D.C. 
Representante Legal Judicial. 
notificacionesjudiciales@previsora.gov.co 
 
 
Acepto 
 
 
MARGARITA SAAVEDRA MAC CAUSLAND  
C.C. No 38251970 de Ibagué 
T.P. No. 88624 del C.S.J. 

 
Abogado Interno: ANDRÉS HUMBERTO PULGARÍN ZULETA 
Tramitó: Dayana Cruz  
Número de LITISOFT 38494 
Fecha de elaboración del poder 15-5-2023 

SANDRA MILENA 
SALAMANCA 
GUTIERREZ

Firmado digitalmente por SANDRA 
MILENA SALAMANCA GUTIERREZ 
Fecha: 2023.05.17 15:57:59 -05'00'

mailto:cmpl06nei@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:juridica@msmcabogados.com
mailto:notificacionesjudiciales@previsora.gov.co
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EL SECRETARIO GENERAL

En ejercicio de las facultades y, en especial, de la prevista en el artículo 11.2.1.4.59 numeral 10 del decreto
2555 de 2010, modificado por el artículo 3 del decreto 1848 de 2016.

CERTIFICA

RAZÓN SOCIAL: LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS

NIT: 860002400-2

NATURALEZA JURÍDICA: Sociedad de Economía Mixta del Orden Nacional, sometida al régimen de las
empresas comerciales e industriales del Estado, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y
capital independiente vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público (Decreto 1133 del 29 de junio de
1999). Entidad sometida al control y vigilancia por parte de la Superintendencia Financiera de Colombia.

CONSTITUCIÓN Y REFORMAS: Escritura Pública No 2146 del 06 de agosto de 1954 de la Notaría 6 de
BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).  Sociedad de Economía Mixta del Orden Nacional, , sometida al régimen de las
empresas comerciales e industriales del Estado, dotada de personería jurídica, autonomía administrativa y
capital independiente vinculada al Ministerio de Hacienda y Crédito Público (Decreto 1133 del 29 de junio de
1999).
Escritura Pública No 0144 del 01 de febrero de 1999 de la Notaría 10 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).
Adicionada por Escritura Pública 373 del 2 de marzo de 1999, de la Notaría 10ª de Santafé de Bogotá D.C., se
protocolizó el acuerdo de fusión, mediante el cual LA PREVISORA S.A. COMPAÑÍA DE SEGUROS absorbe a
SEGUROS TEQUENDAMA S.A., quedando esta última disuelta sin liquidarse.
Escritura Pública No 0431 del 05 de marzo de 2004 de la Notaría 22 de BOGOTÁ D.C. (COLOMBIA).

AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO: Resolución S.B. 514 del 26 de agosto de 1954

REPRESENTACIÓN LEGAL: La Sociedad tendrá un Presidente agente directo del Presidente de la República,
de su libre nombramiento y remoción y representante legal de la sociedad. - FUNCIONES Y ATRIBUCIONES.
Son funciones y atribuciones del Presidente de la Compañía a) Formular la política general de la compañía, el
modelo integrado de planeación y gestión y los planes y programas, de conformidad con la ley y bajo las
directrices de la Junta Directiva b) Orientar y dirigir los planes y programas que debe desarrollar la compañía
según su objeto, las directrices de la Asamblea de Accionistas y de la Junta Directiva y las políticas de
Gobierno Nacional c) Impartir directrices para la ejecución de las actividades comerciales de la compañía d)
Ejercer la representación legal de la compañía e) Constituir mandatarios que representen a la compañía en los
asuntos judiciales y extrajudiciales f) Presentar los estados financieros a la Asamblea General de Accionistas y
a la Junta Directiva en los plazos y términos señalados en la ley y los Estatutos g) Convocar a la Asamblea
General de Accionistas y a la Junta Directiva a sesiones ordinarias y extraordinarias, de acuerdo con lo
señalado en los Estatutos y en las demás normas que regulen la materia h)  Proponer a la Junta Directiva los
proyectos de organización interna, escalas salariales y planta de personal de los trabajadores oficiales i)
Distribuir los cargos de la compañía en las diferentes dependencias y ubicar el personal teniendo en cuenta la
estructura, los planes, los programas y las necesidades del servicio de la compañía, mediante acto
administrativo, de acuerdo con el número de empleos autorizados por el Gobierno Nacional y en todo caso
atendiendo los límites de planta allí establecidos j) Someter a aprobación de la Junta, Directiva el proyecto de

La validez de este documento puede verificarse en la página www.superfinanciera.gov.co con el número de PIN

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

Certificado Generado con el Pin No: 9946147227157345

Generado el 08 de mayo de  2023 a las 10:30:00

ESTE CERTIFICADO REFLEJA LA SITUACIÓN ACTUAL DE LA ENTIDAD
HASTA LA FECHA Y HORA DE SU EXPEDICIÓN

Calle 7 No. 4 - 49  Bogotá D.C.
Conmutador: (571) 5 94 02 00 – 5 94 02 01
www.superfinanciera.gov.co Página 1 de 6



CERTIF
IC

ADO V
ÁLID

O E
MIT

ID
O P

OR L
A S

UPERIN
TENDENCIA

 F
IN

ANCIE
RA D

E C
OLOMBIA

presupuesto de ingresos  y gastos de la compañía de acuerdo con lo señalado en la ley y en los Estatutos de la
compañía k) Ordenar los gastos con cargo al presupuesto de la compañía, de acuerdo con las normas sobre la
materia l) Celebrar los contratos que requiera la compañía para su normal funcionamiento de conformidad con
las disposiciones legales vigentes m) Ejercer el control administrativo sobre la ejecución del presupuesto de la
compañía n) Conocer y fallar en segunda instancia los procesos disciplinarios que se adelanten contra los
trabajadores y ex trabajadores de la compañía ñ) Adoptar el Reglamento Interno de Trabajo, los manuales de
políticas, procesos y procedimientos y los necesarios para el cumplimiento de los objetivos de la compañía o)
Dirigir la implementación del Sistema de Gestión Integral, garantizar el ejercicio de control interno y supervisar
su efectividad y la observancia de sus recomendaciones p) Delegar previa autorización de la Junta Directiva
alguna o algunas de sus atribuciones y funciones delegables en los Vicepresidentes, Secretaria General,
Gerentes de Casa Matriz y de Sucursales y/o en otros cargos de manejo y confianza q) Crear los grupos
internos de trabajo que se requieran, según las necesidades de la compañía y determinar sus funciones para
optimizar el funcionamiento de la Entidad r) Las demás funciones que le señale la ley, los Estatutos, la
Asamblea General de Accionistas, la Junta Directiva, y las demás disposiciones que le sean aplicables s) Crear
las dependencias, agencias y sucursales que considere necesarias, previa autorización de la Junta Directiva,
de acuerdo con el número de empleos autorizados por el Gobierno Nacional y en todo caso atendiendo los
límites de planta allí establecidos. VICEPRESIDENTES Y SECRETARIO GENERAL. La Junta Directiva
nombrará los vicepresidentes que se estimen necesarios a iniciativa de la Presidencia de la sociedad. Los
Vicepresidentes y el Secretario General tendrán en el ejercicio de sus funciones asignadas, delegadas y
otorgadas en encargo, la representación legal de la compañía, dependiendo en todo caso directamente del
Presidente de la misma. Ejercerán las atribuciones y cumplirán con los deberes que le señale el Presidente y
desempeñarán las funciones que en ellos delegare éste, de acuerdo con lo previsto en estos estatutos. La
sociedad tendrá un Secretario General designado por la Junta Directiva a cuyo cargo estará la función de
actuar como secretario de la Asamblea General de Accionistas y de la Junta Directiva de la compañía, en tal
carácter deberá atender todo lo relacionado con estas materias y ejercer las demás funciones que le delegue o
encargue el Presidente de la Sociedad de quien dependerá directamente.  - El Secretario General tendrá la
representación legal de la compañía. ARTÍCULO 59. DE LAS REPRESENTACIONES LEGALES, JUDICIALES
Y/O EXTRAJUDICIALES: La sociedad tendrá los gerentes de sucursal que estime conveniente su Presidente,
quienes al igual que sus suplentes tendrán la representación legal de la compañía previa aprobación de la
Junta Directiva; para presentar propuestas en procesos de contratación públicos y privados, celebrar y ejecutar
los actos y contratos que se deriven de éstos, participar en procesos de contratación directa, concursos e
invitaciones, en el ámbito de su competencia. Ejercerán así mismo la representación legal de la compañía en
materia administrativa, financiera, jurídica, de seguros y comercial, de conformidad con las facultades que le
sean delegadas y/u otorgadas en encargo. Los subgerentes de sucursal serán suplentes de sus
correspondientes gerentes. En aquellas sucursales en las cuales no existe el cargo de subgerente de sucursal,
será designado otro funcionario como suplente del gerente. De igual manera y de conformidad con lo indicado
en el Decreto 1808 de 2017, Decreto 580 de 2019, Decreto 1996 de 2017 o aquella norma que los modifique,
adicione o sustituya y la Resolución No. 043 - de 2019 expedida por La Previsora S.A. o aquella norma que lo
modifique, adicione o sustituya, los siguientes cargos tendrán la representación legal, judicial y/o extrajudicial,
así: VICEPRESIDENTE JURÍDICO; GERENTE DE LITIGIOS; JEFES DE OFICINAS DE INDEMNIZACIONES
(ZONAS CENTRO, NORTE Y OCCIDENTE): Ejercer la representación legal, judicial y extrajudicial de la
compañía, en los litigios y demás acciones judiciales o administrativas en que sea parte la compañía.
GERENTE DE TALENTO HUMANO; SUBGERENTE DE ADMINISTRACIÓN DE PERSONAL: Ejercer como
representante legal de la compañía, en asuntos laborales y administrativos cuando se requiera; GERENTE DE
INDEMNIZACIONES GENERALES Y PATRIMONIALES; GERENTE DE INDEMNIZACIONES AUTOMÓVILES;
GERENTE DE INDEMNIZACIONES SOAT, VIDA Y ACCIDENTES PERSONALES: Ejercer la representación
legal, judicial y extrajudicial, en los litigios y demás acciones judiciales o administrativas en que sea parte la
compañía. Así mismo, representar a la compañía en las diligencias judiciales y extrajudiciales originadas por
siniestros, con la facultad de conciliar y transar en los términos autorizados por el Comité de Defensa Judicial y
Conciliación. SUBGERENTE DE RECOBROS Y SALVAMENTOS: Representar a la compañía en procesos de
recobro judicial y extrajudicial; SUBGERENTE DE PROCESOS JUDICIALES, SUBGERENTE DE PROCESOS
DE RESPONSABILIDAD FISCAL Y ADMINISTRATIVOS: Representar a la sociedad ante todas las autoridades
de los órdenes judicial y administrativo y para los efectos a que hubiere lugar; GERENTE JURÍDICO: Ejercer
por delegación la representación judicial y extrajudicial de la compañía .(Escritura Pública No. 2611 del 21 de
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mayo de 2021, Notaría 72 de Bogotá D.C.)
Que figuran posesionados y en consecuencia, ejercen la representación legal de la entidad, las siguientes
personas:

NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Álvaro Hernán Vélez Millán
Fecha de inicio del cargo: 15/07/2020

CC - 6357600 Presidente

Benjamín Galán Otálora
Fecha de inicio del cargo: 25/10/2018

CC - 80425713 Vicepresidente Financiero

Paola María Mercado Cabrales
Fecha de inicio del cargo: 02/06/2022

CC - 50911467 Vicepresidente Comercial

Leydy Viviana Mojica Peña
Fecha de inicio del cargo: 28/07/2022

CC - 63511668 Secretaria General

María Elvira Mac-douall Lombana
Fecha de inicio del cargo: 30/05/2019

CC - 39688259 Vicepresidente Técnico (Sin
perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2023019411-000 del día 23 de
febrero de 2023 que con
documento del 12 de diciembre
de 2022 renunció al cargo de
Vicepresidente Técnico y fue
aceptada por la Junta Directiva
Acta No. 1175 del 26 de enero de
2023.  Lo anterior de conformidad
con los efectos establecidos por
la Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Gelman Rodriguez
Fecha de inicio del cargo: 19/08/2021

CC - 80373854 Vicepresidente Jurídico

Miguel Escobar Botero
Fecha de inicio del cargo: 19/02/2021

CC - 1152195263 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad  Jefe de
Oficina de Indemnizaciones Zona
Norte

José Bernardo Alemán Cabana
Fecha de inicio del cargo: 12/10/2018

CC - 79672347 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de Jefe
de Oficina de Indemnizaciones
Zona Centro

Paola Andrea Gómez Mesa
Fecha de inicio del cargo: 12/04/2018

CC - 52266729 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de
Gerente de Indemnizaciones
Automóviles

Adriana Orjuela Martínez
Fecha de inicio del cargo: 12/04/2018

CC - 51981720 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de
Subgerente de Recobros y
Salvamentos
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Soranye Duque Valdés
Fecha de inicio del cargo: 11/04/2022

CC - 31448412 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de Jefe
de Oficina de Indemnizaciones
Zona Occidente

Andrés Lozano Karanauskas
Fecha de inicio del cargo: 15/04/2021

CC - 79955214 Vicepresidente de Desarrollo
Corporativo (Sin perjuicio de lo
dispuesto en el artículo 164 del
Código de Comercio, con
información radicada con el
número 2023009289-000 del día
31 de enero de 2023 que con
documento del 22 de diciembre
de 2022 renunció al cargo de
Vicepresidente de Desarrollo
Corporativo y fue aceptada por la
Junta Directiva Acta No. 1174 del
22 de diciembre de 2022.  Lo
anterior de conformidad con los
efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional).

Gina Patricia Cortes Paez
Fecha de inicio del cargo: 11/12/2018

CC - 33703256 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de
Gerente de Procesos Judiciales
(Sin perjuicio de lo dispuesto en
el artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2022197700-000-000 del día 23
de diciembre de 2022, que con
documento del 11 de noviembre
de 2022 renunció al cargo
deRepresentante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de
Gerente de Procesos Judiciales y
fue aceptada por la Junta
Directiva Acta No. 1172 del 24 de
Noviembre de 2022.  Lo anterior
de conformidad con los efectos
establecidos por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 2003 de la
Constitucional).

Scarlett Jordana Baena Rodríguez
Fecha de inicio del cargo: 10/11/2021

CC - 1020744966 Representación Legal Judicial y
Extrajudicial como Gerente
Jurídica

Olga Lucía Murgueitio Bustos
Fecha de inicio del cargo: 14/01/2020

CC - 52095575 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en Calidad de
Gerente de Indemnizaciones
Generales y Patrimoniales
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Luz Mery Naranjo Cárdenas
Fecha de inicio del cargo: 20/09/2018

CC - 39544204 Representante Legal en Asuntos
Laborales y Administrativos en
Calidad de Subgerente de
Administración de Personal (Sin
perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2022182862- 000 del día 10 de
noviembre de 2022, la entidad
informa que, con Acta 1167 del
29 de septiembre de 2022, fue
removido del cargo de
Representante Legal en Asuntos
Laborales y Administrativos en
Calidad de Subgerente de
Administración de Personal. Lo
anterior de conformidad con los
efectos establecidos por la
Sentencia C-621 de julio 29 de
2003 de la Constitucional)

Sandra Milena Salamanca Gutiérrez
Fecha de inicio del cargo: 20/04/2023

CC - 52797206 Representante Legal Judicial y
Administrativo como Subgerente
de Procesos de Responsabilidad
Fiscal y Procesos Administrativos

Verónica Tatiana Urrutia Aguirre
Fecha de inicio del cargo: 07/01/2021

CC - 52333363 Representante Legal en Asuntos
Laborales y Administrativos en
calidad de Gerente de Talento
Humano

Joan Sebastián Hernández Ordoñez
Fecha de inicio del cargo: 14/02/2019

CC - 1014214701 Representante Legal Judicial y
Administrativo en Calidad de
Subgerente de Litigios  (Sin
perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 164 del Código de
Comercio, con información
radicada con el número
2022197699-000-000 del día 23
de diciembre de 2022, que con
documento del 23 de noviembre
de 2022 renunció al cargo de
ViceRepresentante Legal Judicial
y Administrativo en Calidad de
Subgerente de Litigios  y fue
aceptada por la Junta Directiva
Acta No. 1172 del 24 de
noviembre de 2022.  Lo anterior
de conformidad con los efectos
establecidos por la Sentencia C-
621 de julio 29 de 2003 de la
Constitucional).
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NOMBRE IDENTIFICACIÓN CARGO
Gelman Rodriguez
Fecha de inicio del cargo: 10/11/2022

CC - 80373854 Vicepresidente de
Indemnizaciones Encargado

Hugo Ramón Vásquez Niño
Fecha de inicio del cargo: 11/01/2023

CC - 79135223 Representante Legal Judicial y
Extrajudicial en calidad de
Gerente de Indemnizaciones
SOAT, Vida y Accidentes
Personales

RAMOS: Resolución S.B. No 5148 del 31 de diciembre de 1991 Agrícola, (con Circular Externa 008 del 21 de
abril de 2015 se incorpora este ramo, en el ramo de Seguro Agropecuario. Así las cosas, el ramo de seguro
Agropecuario estará conformado por los ramos Agrícola, semovientes, así como otros relacionados con
recursos naturales, vegetales y animales), automóviles, aviación, corriente débil, cumplimiento, incendio, lucro
cesante, manejo, montaje y rotura de maquinaria, navegación, responsabilidad civil, riesgos de minas y
petróleos, seguro obligatorio de accidentes de tránsito, sustracción, terremoto, todo riesgo para contratistas,
transportes, vidrios, accidentes personales, colectivo de vida, pensiones, salud, y vida grupo.
Resolución S.B. No 665 del 01 de julio de 1997 desempleo
Circular Externa No 052 del 20 de diciembre de 2002 El ramo de riesgos de minas y petróleos, se denominará
en adelante ramo de minas y petróleos.
Resolución S.F.C. No 1457 del 30 de agosto de 2011 Se revoca la autorización concedida a La Previsora S.A.
compañía de Seguros para operar los ramos de Seguro Colectivo de Vida y Salud
Resolución S.F.C. No 1003 del 10 de agosto de 2018 Se revoca la autorización concedida a La Previsora S.A.
Compañía de Seguros para operar el ramo de Seguros de Pensiones, hoy denominado Seguros de Pensiones
Voluntarias
Oficio No 2022037686-015 del 28 de marzo de 2022 autoriza el ramo de Seguro Decenal

JOSUÉ OSWALDO BERNAL CAVIEDES
SECRETARIO GENERAL

"De conformidad con el artículo 12 del Decreto 2150 de 1995, la firma mecánica que aparece en este texto
tiene plena validez para todos los efectos legales."
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ANGIE 

De: ANGIE  <JUDICIAL1@MSMCABOGADOS.COM>
Enviado el: lunes, 15 de mayo de 2023 7:47 p. m.
Para: 'ANDRES HUMBERTO PULGARIN'
CC: 'MILENA  OLIVEROS'; 'aDMINISTRATIVA@MSMCABOGADOS.COM'; 

'admanager@msmcabogados.com'; 'Margarita Saavedra Mac´Causland'
Asunto: RELACIÓN DE FACTURAS CASO: 38494
Datos adjuntos: 16 FORMATO SOAT LT 38494.xlsx

Respetado Dr. Andres  
 
 
Reciba de nuestra firma un cordial saludo 
 
 
Comedidamente nos permitimos remitir a usted, relación de las facturas del 
proceso LITISOFT 38494, correspondiente a CLÍNICA DE FRACTURA Y 
ORTOPEDIA LTDA, Radicado 41001418900320220059800. 
 
Agradecemos que estos soportes nos sean compartidos a los correos: 
msmcabogados.juridico@hotmail.com, judicial1@msmcabogados.com, los 
cuales están autorizados por la firma. 
 
 
Quedamos atentos a sus observaciones. 
 
 
De ante mano muchas gracias por su atención.  
 
 
Cordial saludo, 
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